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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la SECRETARÍA DE HACIENDA DEL QUINDÍO, contra el fallo del 31 de mayo de 2016, mediante el cual el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, tuteló el derecho fundamental de petición del señor JOSÉ AUGUSTO VALENCIA GRAJALES.
ANTECEDENTES

Dice la representante judicial del señor Valencia, que su mandante presentó vía correo electrónico el 4 de abril de 2016, derecho de petición a la Dirección Tributaria de la Secretaría de Hacienda del Departamento del Quindío, pidiendo la expedición de unas copias de los actos administrativos con sus respectivas notificaciones, expedidos por esa oficina para cobro del impuesto vehicular desde el año 2005 hasta el año 2015 del automotor de placas UAU77 el cual es de su propiedad. Asegura la libelista que superado el término legalmente concedido para darle una respuesta, a la fecha no le han contestado nada. 
De acuerdo a lo anterior, considera la libelista que se está vulnerando el derecho de petición de su mandante, por ello solicita que se le ordene a la encartada expedir de manera inmediata las copias completas de las notificaciones, informes de correo, actos administrativos, liquidaciones oficiales y demás actos proferidos por esa dirección en contra del señor Valencia.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el 19 de mayo de 2016, admitió la demanda tutelar, posteriormente corrió el traslado a la parte accionada en la forma indicada en la ley y al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió en providencia fechada el 31 de mayo de 2016, tutelar el derecho fundamental de petición del señor Valencia Grajales toda vez que el mismo se veía vulnerado por el actuar negligente de la Secretaría de Hacienda del Quindío, al no darle respuesta de fondo a su solicitud de expedición de copias; de tal manera, le ordenó a esa entidad que dentro de los 10 días hábiles contados a partir de la notificación de la decisión, procediera a darle una respuesta clara y de fondo a la solicitud de copia de los actos administrativos relacionados con el cobro del impuesto vehicular del automóvil propiedad del accionante. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Enterado de la decisión de primera instancia, el Secretario de Representación Judicial y Defensa del Departamento del Quindío procedió a impugnarla, para ello allegó escrito por medio del cual señaló que para lograr la expedición de las copias solicitadas por la parte accionante deben cancelar las estampillas que los decretos 381, 382 y 833 del 14 de diciembre del 2015 exige para tales casos (estampilla Pro-Desarrollo, estampilla Pro-Hospital Universitario del Quindío San Juan de Dios y estampilla Pro-Universidad del Quindío). 
Asegura el impugnante que esa información se le dio al señor José Augusto, sin embargo él no pagó esas estampillas y por ello no se le expidieron las copias, las cuales se le negaron mediante respuesta enviada al correo electrónico natagleal@yahoo.com el 21 de abril de 2016, con radicado interno DT51-0663 del 12 de ese mismo mes y año. 
De acuerdo a lo narrado, solicita se revoque la decisión de primer nivel puesto que la Secretaría de Hacienda del Quindío no ha vulnerado el derecho del accionante puesto que se le dio respuesta oportuna y hasta el momento no se le han expedido las copias pedidas es porque él no ha realizado el pago de las estampillas necesarias para ello. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 
Le corresponde determinar a la Sala, si es viable o no revocar la decisión de instancia, teniendo en cuenta que el señor José Augusto a la fecha no ha realizado el pago de las estampillas, tributo que la Asamblea Departamental del Quindío estableció como requisito para la expedición de las copias solicitadas, situación que se le comunicó tanto al titular del derecho como a su representante judicial.  
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido birlados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 

El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se hace al fallo de primer nivel que le ordenó a la Secretaría de Hacienda del Departamento del Quindío darle una respuesta de fondo a su solicitud de expedición de copias. 
Deberes probatorios y carga de la prueba en sede de tutela:

El Decreto 2591 de 1991, nada indica específicamente en cuanto a la formalidad probatoria en la acción de tutela, sin embargo en varios de sus apartes sí indica la necesidad de que se aporten para llevar al Juez al convencimiento de la realidad procesal, por ello es que tanto el accionante como el accionado están en el deber de allegar al proceso todo aquello que consideren pertinente y conducente para demostrar sus dichos, es por ello que el mencionado decreto establece que si la autoridad o persona contra quien se dirige la tutela no presenta las pruebas que se le solicitan, ni controvierte las allegadas por la contraparte, el Juez tendrá por cierto lo dicho por el actor y como únicas pruebas las aportadas por este, y con base en ellas emitirá su decisión. 

En cuanto al tema dijo la Corte Constitucional:

“2.2 La carga de la prueba en materia de tutela. Reiteración de jurisprudencia. 
 
El artículo 3º del Decreto 2591 de 1991 establece como uno de los principios rectores de la acción de tutela “(…) la prevalencia del derecho sustancial (…)”. Por este motivo, una de las características de esta acción es su informalidad. 
 
Así, en materia probatoria, es posible demostrar los hechos aludidos por ambas partes mediante cualquier medio que logre convencer a la autoridad judicial, ya que no existe tarifa legal. Esta informalidad probatoria llega hasta el punto de que la autoridad judicial, al momento de analizar los medios probatorios aportados al proceso, pueda - cuando llegue al convencimiento de la verdad procesal - dejar de practicar algunas de las pruebas solicitadas, tal como se dispone en el artículo 22 del Decreto 2591 de 1991. 
 
De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente la transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. Para ello el juez dispone, además, de amplios poderes oficiosos, los cuales a su turno también se encuentran limitados por la idoneidad en su utilización. Así, en principio, quien alude un hecho tiene el deber de aportar los medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la prueba.” 
 (Negrillas de la Sala)
En conclusión, aunque en materia de tutela la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente.
Sobre el derecho de petición
El artículo 23 de nuestra Carta Magna establece: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
En ese orden y como lo ha decantado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud y que ésta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“Esta Corporación, se ha pronunciado reiteradamente en relación con el sentido y alcance del derecho fundamental de petición, delineando algunos supuestos fácticos mínimos que determinan su ámbito de protección constitucional. En Sentencia T-377 de 2000
, se dijo lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

“b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

“c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad. 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado. 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

“d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

“e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 

“f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.

“g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo sexto del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el Juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.

“h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

“i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994”
. 

Del caso concreto

En el caso puesto en conocimiento de esta instancia judicial, se tiene que la abogada libelista afirma que su mandante, el señor José Augusto, el 4 de abril del 2016 le solicitó vía correo electrónico a la Secretaría de Hacienda del Departamento del Quindío y que frente a la misma no ha obtenido respuesta alguna; por su parte. La entidad accionada asegura haber dado respuesta de manera oportuna a esa petición, explicándole que no podían enviarle las copias pedidas puesto que aún no ha pagado las estampillas que se exigen para esos trámites; sin embargo, al expediente no se anexó documento alguno para demostrar tal cosa. 
De acuerdo a lo anterior, y como ya se anunció, la parte accionada no aportó prueba alguna de la supuesta respuesta dada a la parte actora respecto del pago de estampillas para lograr la expedición de las copias; por ende, no tiene la Colegiatura como desvirtuar  lo dicho por la accionante en el sentido de que no ha obtenido respuesta a su petición, lo que implica que la protección constitucional dada en primera instancia no pueda ser confirmada, ya que bajo esa perspectiva la violación al derecho fundamental de petición se hace más que evidente.
A pesar de lo anterior, encuentra la Sala en que si hay algo en lo cual tiene razón la parte impugnante y es en cuanto a que con base en lo establecido en el punto 2.1 del numeral segundo del artículo primero del decreto 0831 del 14 de diciembre del 2015, al igual en los mismos puntos de los decreto  00832 de esa misma fecha y en los puntos 2.5 y 2.6 del numeral 2 del artículo segundo del decreto 00833 del 14 de diciembre de 2015, todos expedidos por la Gobernación del Quindío, el señor Valencia Grajales debe pagar esas estampillas para obtener las copias que le ha solicitado. 
Así las cosas, debe proceder este Juez Colegiado a modificar la orden de primera instancia, en el sentido de agregar que el plazo con que cuenta la Secretaría de Hacienda del Departamento del Quindío para expedir las copias reclamadas empieza a contar, no a partir de la efectiva notificación de la decisión de tutela, sino a partir del momento en que la parte actora acredite ante esa entidad el pago de las mencionadas estampillas.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Tutelas, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad conferida en la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira el día 31 de mayo de 2016, en cuanto a la protección del derecho fundamental de petición del señor JOSÉ AUGUSTO VALENCIA GRAJALES, ello por lo dicho en la parte motiva de esta decisión.
SEGUNDO: MODIFICAR el numeral segundo del fallo revisado en el sentido que el término para resolver la solicitud de copias y expedir las mismas, si aún no se ha hecho, es de 10 días hábiles contados no a partir de la efectiva notificación de la decisión constitucional, sino a partir del momento en que la parte accionante acredite el efectivo pago de las estampillas necesarias para tales casos. 
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado 
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
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